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es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas. (…)

… debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario…
En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. (…)

En la sentencia, T-273-2017 la corte indicó que el defecto fáctico “tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible en caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cinco de febrero de dos mil diecinueve
Acta N° 0           de 5 de febrero de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior de Pereira a decidir la acción de tutela iniciada por COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. E.S.P. en contra del JUZGADO LABORAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS dentro de la cual se ordenó la vinculación de ICOTEC Colombia S.A., Seguros del Estado S.A. y los señores Carlos Mario Hoyos Calle, Oscar Fernando Tobón García, Luis Fernando Espinosa Londoño, Andrés Alberto Álzate Guapacha, Liliana Llante García, Jaime Gómez Murillo, Luis Felipe Castaño Gaspar, Andrés Mauricio Melchor, Jhon Eduard Medina Puerta, José Eliseo Tobón García, Jonathan Andrés Lopera Cadavid, Samuel Emilio Franco Agudelo, Humberto Rojas Alvis, Yoany García Espinosa, Richard Henao Gañan, Jhon Alejandro Correa, Gilberto de Jesús Galeano, Reinel de Jesús Sánchez Restrepo, Edwin Ospina Colorado, Daniel Felipe Marquez Polanía, José Olmedo Gómez Estrella, Olmedo Henao Pineda Miguel Duvan Bueno Andica, Edilberto Bedoya Álvarez, Hernando Londoño Valencia, Salomón Vidal Duarte, Jhon Fredy Castaño Castrillón, Nelson Villegas Cardona, Wilmer García Londoño, Juan Diego Ruíz Ramírez, Alejandra Fuquenes Vásquez, Carlos Alberto Pareja Duque, José Arístides López Arroyave, Fabio Andrés Méndez Gutiérrez y Diego Alejandro Bañol.

ANTECEDENTES

Informa Colombia Comunicaciones S.A. E.S.P. que en el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas se tramitó en su contra y de Icotec Colombia S.A.S. el proceso ordinario laboral de única instancia iniciado por el señor James Mauricio Palacio Arcila, radicado con el número 2016-00112, donde fue llamado en garantía Seguros del Estado S.A., en virtud a la póliza de cumplimiento No 21-45-1011173446, por medio de la cual se amparó el contrato comercial suscrito entre Colombia Comunicaciones S.A. E.S.P e Icotec Colombia S.A., también demandada en el proceso.

Cuenta que a dicho trámite fueron acumuladas las demandas laborales de única instancia iniciadas por los señores Carlos Mario Hoyos Calle, Oscar Fernando Tobón García, Luis Fernando Espinosa Londoño, Andrés Alberto Álzate Guapacha, Liliana Llante García, Jaime Gómez Murillo, Luis Felipe Castaño Gaspar, Andrés Mauricio Melchor, Jhon Eduard Medina Puerta, José Eliseo Tobón García, Jonathan Andrés Lopera Cadavid, Samuel Emilio Franco Agudelo, Humberto Rojas Alvis, Yoany García Espinosa, Richard Henao Gañan, Jhon Alejandro Correa, Gilberto de Jesús Galeano, Reinel de Jesús Sánchez Restrepo, Edwin Ospina Colorado, Daniel Felipe Márquez Polanía, José Olmedo Gómez Estrella, Olmedo Henao Pineda Miguel Duvan Bueno Andica, Edilberto Bedoya Álvarez, Hernando Londoño Valencia, Salomón Vidal Duarte, Jhon Fredy Castaño Castrillón, Nelson Villegas Cardona, Wilmer García Londoño, Juan Diego Ruíz Ramírez, Alejandra Fuquenes Vásquez, Carlos Alberto Pareja Duque, José Aristides López Arroyave, Fabio Andrés Méndez Gutiérrez y Diego Alejandro Bañol.

Refiere que la decisión de fondo fue proferida el 12 de abril de 2018, declarando la existencia del contrato de trabajo entre Icotec Colombia S.A. y los demandantes, condenando a dicha sociedad a cancelar las prestaciones y acreencias laborales por ellos reclamadas y como solidaria de tales obligaciones a Colombia Telecomunicaciones S.A.
Respecto al llamamiento en garantía, el juzgado de conocimiento ordenó a Seguros del Estado responder, de conformidad con la póliza de cumplimiento únicamente por las prestaciones sociales, cuando en realidad las indemnizaciones moratoria y por despido injusto tenían cobertura.

También señala que el juzgado incurrió en el yerro de omitir condenar a Icotec Colombia S.A.S el pago de las montos correspondientes a prestaciones sociales que fueron canceladas por la accionante en el curso del proceso, omisión que también recayó sobre la llamada en garantía, pues nada se dijo respecto al reembolso que de tales emolumentos debía hacerle la aseguradora a la aquí accionante, quien al iniciarse el trámite en la jurisdicción laboral, constituyó, por esos conceptos títulos judiciales a favor de los accionantes. 

Indica 
que contra la referida sentencia interpuso el recurso de apelación, el cual fue inadmitido por esta Corporación mediante providencia de fecha 15 de junio de 2018, por tratarse de un proceso de única instancia; que interpuso recurso de súplica, sin éxito alguno y que posteriormente, ante la Sala de Casación Laboral interpuso acción de tutela reprochando la actuación del Tribunal, pero no fueron acogidos sus argumentos, por lo tanto, se negó la protección constitucional.
Conforme lo expuesto, considera que el Juzgado de conocimiento incurrió en una vía de hecho, por lo tanto, solicita se amparen sus derechos fundamentales, al debido proceso y a la igualdad y como consecuencia de ello se ordene dejar sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el día 12 de abril de 2018 y en su lugar se dicte la que se encuentre acorde con el material probatorio que obra en el expediente.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación del juzgado accionado, concediéndoles el término de dos (2) días para que se pronunciara sobre los hechos y pretensiones en los que se fundamenta.  Igual término le fue concedido a Icotec Colombia S.A. E.S.P. y a los señores Carlos Mario Hoyos Calle, Oscar Fernando Tobón García, Luis Fernando Espinosa Londoño, Andrés Alberto Álzate Guapacha, Liliana Llante García, Jaime Gómez Murillo, Luis Felipe Castñao Gaspar, Andrés Mauricio Melchor, Jhon Eduard Medina Puerta, José Eliseo Tobón García, Jonathan Andrés Lopera Cadavid, Samuel Emilio Franco Agudelo, Humberto Rojas Alvis, Yoany García Espinosa, Richard Henao Gañan, Jhon Alejandro Correa, Gilberto de Jesús Galeano, Reinel de Jesús Sánchez Restrepo, Edwin Ospina Colorado, Daniel Felipe Maquez Polanía, José Olmedo Gómes Estrella, Olmedo Henao Pineda Miguel Duvan Bueno Andica, Edilberto Bedoya Alvarez, Hernando Londoño Valencia, Salomón Vidal Duarte, Jhon Fredy Castaño Castrillón, Nelson Villegas Cardona, Wilmer García Londoño, Juan Diego Ruíz Ramírez, Alejandra Fuquenes Vasquez, Carlos Alberto Pareja Duque, José Aristides López Arroyave, Fabio Andrés Méndez Gutiérrez y Diego Alejandro Bañol., quienes también fungieron como partes en el proceso ordinario laboral de única instancia cuya decisión se reprocha.

Mediante comunicación presentada el 19 de los corrientes, los trabajadores se pronunciaron haciendo notoria la actuación temeraria de la accionante, quien a través de recursos, incidentes, acciones de tutela y otro tipo de maniobras busca dilatar y entorpecer el desarrollo del proceso.
Sostiene que no encuentra configurado el requisito de inmediatez como presupuesto necesario para procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, dado que la sentencia cuestionada fue proferida el 12 de abril de 2018; refiere también que no se dan ninguno de los requisitos específicos establecidos por la jurisprudencia constitucional para analizar la sentencia reprochada por la vía constitucional.
En providencia de fecha 21 de los corrientes se ordenó la vinculación de Seguros del Estado S.A. llamada en garantía dentro del proceso ordinario de única instancia cuyo trámite se cuestiona en esta oportunidad, entidad que guardó silencio en el trascurso del término de traslado.
El día 25 de enero del corriente año, esta Corporación decidió conceder la protección pretendida; sin embargo, el día 28 de igual mes y año fue devuelta la comunicación por medio de la cual se pretendió notificar la iniciación de la presente acción a Icotec Colombia S.A.S en liquidación por adjudicación, motivo por el cual, en providencia de 29 de enero de 2019, se declaró la nulidad de la sentencia, con el fin de sanear la irregularidad advertida.

Notificada la referida sociedad, esta dio oportuna respuesta a la acción, pronunciándose sobre cada uno de los hechos, admitiendo precisamente los relacionados con la cobertura de la póliza de cumplimiento respecto de las indemnizaciones a que fue condenada en la sentencia reprochada y la ausencia de definición del juez laboral del circuito de Dosquebradas, respecto a la deuda real de esa sociedad con los trabajadores demandante.
Posteriormente, hizo un recuento normativo relacionado con las funciones de la Superintendencia de Sociedades para explicar el proceso de reorganización en el que se encuentra y poner en conocimiento de la Sala el estado de insolvencia en que se encuentra la sociedad.
Procede entonces la Sala a decidir lo pertinente previas las siguientes

CONSIDERACIONES 

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿Reúne la presente acción constitucional los requisitos de procedibilidad establecidos jurisprudencialmente por la Corte Constitucional, para controvertir por este medio decisiones judiciales?

¿Incurrió el juzgado accionado en un vía de hecho al no afectar la póliza de cumplimento constituida a favor de la accionante, para el pago de indemnizaciones de carácter laboral que fueron ordenadas a favor de los trabajadores, en la sentencia cuestionada?

¿Incurrió el juzgado accionado en un vía de hecho al condenar a ICOTEC COLOMBIA SAS a cancelar las prestaciones cubiertas en el trámite del proceso por la aquí accionante?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

La Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.

3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

En la sentencia, T-273-2017 la corte indicó que el defecto fáctico “tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible en caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene.
2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. CASO CONCRETO.

Lo primero que debe señalarse es que en el presente asunto no se evidencia temeridad en la interposición de la presente acción de tutela, en tanto que demanda que de la misma naturaleza adelantó ante la Sala de Casación Laboral, fue impetrada en contra de esta Corporación y tenía como fin lograr la admisibilidad del recurso de apelación formulado contra la sentencia de única instancia que puso fin al proceso ordinario laboral radicado con el número 2016-00121, mientras que en este asunto se reprocha la decisión de fondo adoptó el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas.

Clarificado lo anterior, pasa la Sala a verificar la viabilidad del trámite de tutela, siendo esta procedente toda vez que la accionante: i) hizo la estimación de la afectación de sus derechos fundamentales, identificando plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la violación que alega y ii) la providencia reprochada no fue proferida en el marco de una acción de tutela.

En lo que respecta al agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios, se tiene que, conforme la inspección judicial efectuada al expediente, si bien la sentencia que se cuestiona por la vía constitucional fue proferida dentro de un proceso de única instancia, la sociedad Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P. buscó inapropiadamente que se surtiera una segunda instancia, esfuerzo que no tuvo eco ni en esta Corporación –donde, luego de inadmitido el trámite por la Magistrada Ponente, acudió al recurso de súplica para lograr la admisión de la alzada concedida por el Despacho de conocimiento-, ni en la Sala de Casación Laboral, donde impetró acción de tutela contra la denegación de la alzada.

Ahora bien, la anterior actividad, equivocada en lo jurídico no deja de mostrar que en todo momento la accionante ha realizado actos jurídicos destinados a controvertir la legalidad de la decisión del juzgado, por eso, teniendo en cuenta que la surtida en el trámite ordinario, se extendió más allá del 4 de octubre de 2018, fecha en que se concedió la impugnación interpuesta contra la negativa del máximo órgano de cierre de la especialidad de amparar los derechos fundamentales de la sociedad accionante, se percibe configurado el requisito de inmediatez, en la medida en que mediaron poco más de dos meses entre la decisión de la Sala de Casación y la interposición de la presente acción constitucional, es decir la protección se reclamó en un término oportuno y razonable.

Ahora bien, encontrando entonces acreditados los requisitos generales de procedibilidad, corresponde ahora analizar si se configuran también los presupuestos específicos establecidos por vía jurisprudencial.

Para ello es preciso indicar que son dos situaciones específicas las que reclama la accionada como constitutivas de una vía de hecho por parte del juzgado, siendo la primera la limitación de los riegos amparados en el contrato de seguro constituido a su favor a solo los salarios y prestaciones sociales, dejando sin cobertura las indemnizaciones moratoria y por despido injusto, condenas que si bien fueron impuestas en contra de Icotec Colombia S.A.S., le son extensibles, en virtud de la solidaridad declarada en su contra, mientras que el segundo motivo de disenso tiene como soporte la ausencia de definición por parte del juzgado de conocimiento de la totalidad de las obligaciones a cargo de la obligada principal, pues considera la tutelante que el hecho de que como codemandada hubiere efectuado el pago, dentro del proceso, de las prestaciones reclamadas por los demandantes, no daba lugar, como terminó ocurriendo a que se entendiera cumplida la carga que como empleadora tenía la citada sociedad, con la implicación de que solo se emitieron condenas por las sumas resultantes luego de la imputación del pago referido, quedando entonces éste por fuera de la cobertura de la póliza constituida para el efecto.
En cuanto al primer punto, se percibe que la decisión cuestionada no adolece del yerro que le enrostra la sociedad accionante, como fundamento de la vulneración de los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso, respecto a la cobertura de la póliza de cumplimiento constituida a favor de Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P. por Icotec Colombia S.A.S., por cuanto, luego de analizado el contrato de seguro, se observa que el cubrimiento por el “AMPARO PARA EL PAGO DE SALARIOS Y PRESTACIONE SOCIALES” –fl 67-, obligaciones que fueron descritas como “SALARIOS Y PRESTACIONES SOCIALES” en el acápite de “AMPAROS” de la respectiva póliza –fl 64- en la que además se consignó que “QUEDA EXPRESAMENTE CONVENIDO QUE LAS OBLIGACIONES DE SEGUROS DEL ESTADO S.A. SE REFIERE UNICAMENTE AL OBJETO Y OBSERVACIONES DE LA(S) GARANTÍA(S) QUE SE ESPECIFICAN EN ESTE CUADRO”
Como puede observarse, la decisión el juzgado accionado de no extender la cobertura de la póliza a las indemnizaciones moratorias y por despido injusto, no resulta caprichosa ni arbitraria pues se atiene al tenor literal del contrato de seguros que obró como prueba en el proceso.
En lo que atañe al segundo punto, esto es el reclamo que presenta Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P. en lo relativo al pago dentro del proceso hizo de las prestaciones y acreencias laborales a favor de todos y cada uno de los demandantes y que fue tenido en cuenta por el juzgado para declarar parcialmente probada la excepción de pago propuesta, pero que por la forma en que fue concebida la sentencia no conlleva condena por estos valores a cargo de Icotec Colombia S.A.S., ciertamente, de acuerdo con el líbelo inicial, los promotores de la litis pretendían que se declarara la existencia de un contrato de trabajo entre ellos y la Sociedad Anónima Simplificada llamada a juicio y que consecuencia de ello se ordenara a ésta a cancelarles los montos a que hubiera lugar por cuenta de las prestaciones sociales y acreencias de carácter laboral, pretendiendo de Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P., que fuera declarada solidariamente responsable de tales condenas en virtud de lo previsto en el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo.

Al respecto habrá de decirse que es claro que al definir el asunto, el juzgado incurrió en un defecto sustantivo, en atención a que obró contrariando lo dispuesto en el artículo 281 del Código General del Proceso, al paso que se evidencian contradicciones entre los fundamentos considerados por el juzgador y la decisión final, como pasa a explicarse.
En efecto, como ya se dijo, la calidad de empleador sólo se pretendía de Icotec Colombia S.A.S., por lo tanto, si luego de analizado el material probatorio obrante en el proceso el juzgado de conocimiento encontró que era esta quien tenía tal calidad, lo que correspondía era establecer qué obligaciones estaban a su cargo, con independencia de que la sociedad llamada a responder solidariamente, en el curso del proceso hubiese realizado el pago de algunas sumas por concepto de prestaciones sociales a favor de los trabajadores, mientras que los montos puestos a disposición de los promotores de la acción laboral ante el juzgado de conocimiento, debieron ser tenidos en cuenta como pago parcial por el aquí accionante en su condición de obligada solidaria.  Pero no se podía previamente entender satisfechas, en la parte del pago parcial, las reclamaciones de los trabajadores, y omitir analizar, “por sustracción de materia” la responsabilidad de la empleadora respecto estas.

Lo anterior afectó el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular la accionante, pues las sumas que pagó con ocasión de obligaciones laborales de su contratista y que eran objeto de cubrimiento por parte de la aseguradora llamada en garantía dada la conclusión de la sentencia consistente en que Icotec Colombia S.A.S. solo tenía que responder por el excedente resultante entre lo adeudado a los trabajadores y lo pagado por la solidaria al no tener reflejo en la parte resolutiva no incidirá en la cuantificación de las sumas amparadas por la llamada en garantía, por cuenta de la póliza de cumplimiento.
Lo anterior es de suma importancia, porque entiende la Sala que el Juzgado a priori consideró que el pago que hizo la Empresa de Servicios Públicos demandante, en calidad de obligada solidaria se debe considerar, para efectos prácticos, como realizado por el deudor principal, sin percatarse que cuando media una póliza de cumplimiento en favor de la primera, para que esta pueda hacerse efectiva y produzca los efectos para los cuales se adquirió, debe mediar la declaratoria de “incumplimiento en el pago de obligaciones de carácter laboral a cargo del contratista”, tal como lo prevé el contrato de seguro que originó el llamamiento en garantía a Seguros del Estado S.A.
En ese sentido, el juzgado incurrió en una vía de hecho al proferir la sentencia dentro del proceso ordinario cuyo trámite se cuestiona, no sólo porque desconoció el principio de congruencia que lo obliga a tomar decisiones en consonancia con los hechos, pretensiones y excepciones de la demanda, sino porque al así obrar omitió resolver de manera integral el conflicto jurídico que dio origen al llamamiento en garantía.  
De acuerdo con lo expuesto se tutelará el derecho fundamental al debido proceso de la sociedad Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P., representada legalmente por el señor Fabián Andrés Hernández Ramírez, en calidad de Gerente General y como se dejará sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas dentro del proceso ordinario radicado con el número 66170-31-05-001-2016-00112-01 iniciado por James Mauricio Palacio Arcila y otros y se ordenará a ese despacho judicial, que en el término de cuarenta y ocho horas (48) contadas a partir de la notificación de la presente providencia, profiera la sentencia que corresponda, teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en la presente providencia.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al DEBIDO PROCESO del cual es titular la sociedad Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P.
SEGUNDO: DEJAR sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas dentro del proceso ordinario de única instancia radicado con el número 66170-31-05-001-2016-00112-01 iniciado por James Mauricio Palacio Arcila y otros, proferida el 12 de abril de 2018.
TERCERO: ORDENAR al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas que, en el término de cuarenta y ocho horas (48) contadas a partir de la notificación de la presente providencia, profiera la sentencia que corresponda, teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en la presente providencia.

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
QUINTO: DISPONER el envió de la presente actuación a la honorable Corte Constitucional para lo de su competencia, en el evento de que esta providencia no sea apelada.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCIA CAICEDO CALDERON

                                                                                  En uso de permiso
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